Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 29 minutos) 


Corresponde continuar con el tratamiento del proyecto de ley de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial Sostenible. 


Léase el artículo 58. 
(Se lee:) 


“Artículo 58.- Unidades de actuación. La unidad de actuación constituye un ámbito de gestión 
de un instrumento de ordenamiento territorial, en una superficie delimitada en el suelo categoría 
potencialmente transformable, o urbano no consolidado, para ejecutar las previsiones del mismo y 
efectuar el cumplimiento de los deberes territoriales de cesión, equidistribución de cargas y beneficios 
y retorno de las mayores valorizaciones. 


La delimitación de una unidad de actuación podrá traer aparejada la suspensión de 
otorgamiento de permisos de construcción hasta tanto no se aprueben los respectivos proyectos de 
urbanización y reparcelación en su caso.” 


En consideración. 


SEÑOR BRECCIA.- En la redacción del artículo 58 del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente que tengo, figura un segundo inciso que dice: “La ejecución de unidad de actuación 
se desarrollará por el sistema de gestión que se determine”. ¿Esto es correcto? 


SEÑORA TIERNEY.- Ese inciso se eliminó, señor Senador. 


SEÑOR VILLARMARZO.- El cambio principal refiere a en qué tipo de suelos se aplica la unidad de 
actuación. Lo que se plantea es que sea en un suelo potencialmente transformable o urbano no 
consolidado; ese sería el cambio. Además, se elimina el segundo inciso porque en realidad es 
redundante, en virtud de que lo que allí se establece ya se había expresado -si no recuerdo mal- en el 
artículo 22. 


En definitiva, esos son los cambios propuestos después de lo conversado el miércoles 
pasado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros tenemos un artículo 58 redactado de la siguiente manera: “La unidad 
de actuación constituye un ámbito de gestión del instrumento de ordenamiento territorial, en una 
superficie delimitada de suelo categoría urbana no consolidado, o potencialmente transformable”, 
etcétera. 


SEÑOR BRECCIA.- A los efectos de ordenarnos y seguir avanzando con el debido orden -valga la 
redundancia- en un tema que es complejo, sería bueno que los señores Senadores tuviéramos la 
redacción alternativa propuesta por el Ministerio. Inclusive, tengo en mi poder la última redacción que 
nos mandaron y allí aparece el artículo 58 con el inciso segundo que, según nos informan, está 
suprimido y no están invertidos los términos “urbano no consolidado” y “potencialmente transformable”. 
Quiere decir que hay algo que nos está faltando. Además, quisiera hacerle algunas observaciones a 
este artículo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera saber cuál es la redacción propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aparentemente, en el inciso primero se invirtieron los términos 
“potencialmente transformable” y “urbano no consolidado” y se eliminó el inciso segundo. Lo demás 
está igual. 


SEÑOR VILLARMARZO.- En realidad, el miércoles pasado quedamos en enviar a los señores 
Senadores la redacción que estamos considerando, que es un poco distinta a la que tratamos en la 
reunión anterior y es muy diferente al texto original del Poder Ejecutivo. Estamos tratando de precisar 
el contenido del artículo entre los instrumentos de gestión y de definir con precisión qué es la unidad de 
actuación y en qué suelos corresponde. 


SEÑOR BRECCIA.- Hay un artículo original al que básicamente el Ministerio hizo una primera 
modificación cambiando totalmente el inciso primero. En esa instancia, los incisos segundo y tercero 
habían quedado iguales. Ahora, aparentemente se suprimió el inciso segundo y se dio una nueva 
redacción al inciso primero, que no es la que tenemos hoy, pero sí la que recibimos el miércoles 
pasado. A este respecto, quería plantear una pregunta. Aquí se dice que la unidad de actuación 
constituye un ámbito de gestión, etcétera. En concreto, quiero saber en qué se distingue una unidad de 
actuación de un programa de actuación integrada. Formulo esta pregunta porque, de pronto, el artículo 
quedaría más claramente redactado si establecemos que el programa de actuación integrada es lo que 
constituye el ámbito de gestión de un instrumento de ordenamiento territorial. Me gustaría saberlo a los 
efectos de tener claro el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los artículos en cuestión son el 22, el 35 y el 58 y creo que debería existir 
cierta coordinación entre ellos. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Tengo una redacción alternativa para el artículo 58, que creo que clarifica 
más el texto. Podríamos decir: “La unidad de actuación es el ámbito territorial donde se concreta el 
cumplimiento de los deberes territoriales incluidos en esta Ley, conforme a lo que se establezca en el 
instrumento de ordenamiento territorial correspondiente. Podrá integrarse únicamente con suelos con 
el atributo de potencialmente transformable. La aprobación de una unidad de actuación podrá traer 
aparejada la suspensión de otorgamientos de permisos de construcción hasta tanto no se aprueben los 
respectivos proyectos de urbanización y de reparcelación en su caso.” 


Creo que esta es una propuesta más simplificada, que aclara un poco el tema. 


SEÑOR BRECCIA.- Lo que propone la señora Senadora Topolansky me aclara de qué se trata 
exactamente este artículo, pero sigo teniendo dudas con respecto a cuál es la diferencia entre el 
programa de actuación integrada y la unidad de actuación. Hago este planteo a los efectos de intentar 
armar la ley de la manera más armónica posible. 


SEÑOR VILLARMARZO.- La unidad de actuación es una delimitación territorial; el programa de 
actuación integrada es un tipo de instrumento de ordenamiento, es un plan. En el orden de definición 
de lo que se va a hacer en el territorio, tenemos las políticas o estrategias, las directrices, los planes y 
los programas. En los programas hay tiempos y recursos; precisamente, los recursos materiales y 
financieros se aplican en un determinado plazo. Entonces, un programa sería un tipo de instrumento en 
el territorio. La unidad de actuación es una delimitación física de un ámbito del territorio. 


Los programas de actuación se formulan a los efectos de transformar suelos. Cuando un 
suelo tiene el atributo de potencialmente transformable -por ejemplo, se puede tratar de un suelo rural 
potencialmente transformable- y se va a transformar en urbano o suburbano, la ley plantea que para 
ello hay que hacer un programa de actuación. O sea que se debe decir cómo se va a hacer, en qué 
plazos y con qué recursos, porque transformar una categoría de suelos en otra implica invertir y no se 
trata solamente de una decisión administrativa. Hay que hacer inversiones para que el suelo se 
transforme de rural a urbano. En otros artículos se nombran las características que tiene un suelo 
urbano como, por ejemplo, determinadas infraestructuras. Entonces, hay que programar para que el 
suelo pueda ser transformado. Eso implica el programa de actuación. La unidad de actuación es un 
polígono, un área que se delimita en el territorio a efectos de actuar sobre ella. Esto se puede hacer 
mediante un programa de actuación integrada u otras formas. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Por esa razón, nosotros habíamos redactado “La unidad de actuación es el 
ámbito territorial donde se concreta el cumplimiento de los deberes territoriales incluidos en esta Ley, 
conforme a lo que se establezca en el instrumento de ordenamiento territorial correspondiente”. Luego 
explicábamos: “Podrá integrarse únicamente con suelos con el atributo de potencialmente 
transformable”. A su vez, el inciso final tiene que ver con los permisos de construcción, que me parece 
que no está en discusión. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Habría que incorporar el suelo urbano no consolidado, porque también en 
ese caso puede haber actuación urbana, a pesar de que no se transforme el suelo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entonces, se puede poner “atributo de potencialmente transformable y 
urbano no consolidado”. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Exactamente, porque en todo el país hay suelos que ya tienen la categoría 
de urbano -lo que puede aceptarse en los planes- pero que precisen actuación territorial para lograr los 
atributos completos de suelo urbano consolidado. Por ejemplo, le podría faltar saneamiento. El 
programa para actuar en esos suelos debe ser posible y, entonces, se puede delimitar una unidad de 
actuación para pasar de suelo urbano no consolidado a consolidado, cosa que, por otra parte, es el 
objetivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que, si se trata de una delimitación territorial, el nombre “unidad de 
actuación” no es el adecuado, porque parece una forma de hacer y no de delimitar. Parece un ejercicio 
de ejecución de cosas y no una delimitación territorial. Además, en otra parte se hace referencia a 
“sistemas de gestión de las unidades de actuación”. Concretamente, el artículo 60 dice: “Las unidades 
de actuación se desarrollarán por alguno de los siguientes sistemas de gestión” y menciona que puede 
ser por iniciativa privada directa, por cooperación público-privada o por iniciativa pública. En definitiva, 
no veo que la redacción sea clara. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Estábamos comentando con Ligrone que en otras legislaciones se utilizan 
otros nombres como “polígono de actuación” o “perímetro de actuación”. También se podría decir “área 
de actuación”, pero es más confuso porque la palabra “área” es más genérica. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No tengo problema en hablar de “perímetro de actuación”, y propongo esta 
redacción porque me parece que queda más claro qué es lo que hay que hacer. 


SEÑORA LÓPEZ.- Creo que, efectivamente, la redacción que ha presentado la señora Senadora 
Topolansky amerita que el título del artículo sea “Unidades de Actuación”. Me parece que no crea 
confusión, porque luego se desarrolla qué significa. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En realidad, la expresión que se utilice me parece un tema secundario. Por 
tanto, el artículo podría quedar redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 58.- Perímetro de Actuación. El perímetro de actuación es el ámbito territorial donde 
se concreta el cumplimiento de los deberes territoriales incluidos en esta Ley, conforme a lo que se 
establezca en el instrumento de ordenamiento territorial correspondiente. Podrá integrarse con suelos 
con el atributo de potencialmente transformable y urbano no consolidado. 


La aprobación de un perímetro de actuación podrá traer aparejada la suspensión de 
otorgamiento de permisos de construcción hasta tanto no se aprueben los respectivos proyectos de 
urbanización y de reparcelación en su caso” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los programas de actuación integrada son necesarios para la recalificación de 
los suelos. Queda claro que con ese programa se hace necesario delimitar un área, que serían estos 
perímetros o unidades de actuación. Si no escuché mal, se ha hablado de áreas geográficas para el 
cumplimiento de los deberes territoriales pero, en realidad, considero que esto se hace para la 
recalificación de los suelos o la transformación de una calificación en otra. Hay que tener en cuenta 


que los deberes territoriales son de muy diversa naturaleza y género y, por tanto, creo que aquéllas 
están destinadas a la transformación de la categoría de un suelo. Se entiende que la complejidad de la 
transformación requiere delimitar el área, dado que cambia el régimen tributario, la forma de 
fraccionamiento y muchas otras cosas. 


SEÑOR LIGRONE.- Justamente, la idea de los programas de actuación integrada es que sean 
concebidos para múltiples operaciones en el territorio. Por ejemplo, podrían ser unidades destinadas a 
densificar áreas o para desarrollar programas patrimoniales con determinados presupuestos 
especiales, que establezcan que en un perímetro de actuación se aplique un programa de actuación 
integrada, con el aporte de un préstamo internacional y con un fin específico. Todo esto involucra 
también derechos y deberes de quienes se asocian a ese programa, por ejemplo, patrimonial. La idea 
es que el programa de actuación integrada pueda asumir múltiples objetivos estratégicos y use una 
gran variedad de instrumentos accesorios, así como recursos técnico jurídicos, que se apliquen a una 
unidad de actuación. Este es uno de los casos en que se necesita de un perímetro de actuación para 
poder aplicarlas. 


En cuanto a la transformación de suelo, se dice que se puede hacer solamente si se hace un 
perímetro y un programa de actuación. Las otras cosas podrán hacerse o no, pero con esa condición. 
Por tanto, el perímetro puede servir para muchas cosas y queda claro que si uno quiere transformar el 
suelo, lo debe hacer con un perímetro y con un programa de actuación integrada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Teniendo en cuenta lo expresado por el arquitecto Ligrone, me gustaría citar 
un ejemplo. En el caso de que se quiera cuidar los valores patrimoniales especiales de un determinado 
barrio o ciudad, tendría que realizarse un programa de actuación integrada y establecer normas de 
protección cultural o patrimonial. Otro caso podría ser el de la protección de valores paisajísticos, pero 
lo cierto es que el artículo 22 comienza diciendo que “Los Programas de Actuación Integrada 
constituyen un instrumento para la transformación de sectores de suelo categoría urbana, suelo 
categoría suburbana y con el atributo de potencialmente transformable”. Por tanto, habría que cambiar 
la redacción de este artículo y hacerla más general. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Teniendo en cuenta los distintos textos, el aporte que hicimos en la reunión 
anterior y el texto que trajimos hoy, queda claro que no solamente se habla del cumplimiento de los 
deberes, sino que también se dice “para ejecutar las previsiones del Plan”, por lo que habría que 
buscar la forma de incorporarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 58 en la redacción que trajo el Ministerio, con la 
sustitución de la palabra “unidad” por “perímetro”. 


(Se vota:) 
4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 63. 

(Se lee:) 


“Artículo 63.- Fraccionamiento, edificación y utilización obligatorias. Los instrumentos de 
ordenamiento territorial podrán establecer, para áreas específicas de los territorios comprendidos en 
éstos, la obligación de parcelamiento, edificación o utilización de suelo no utilizado, subutilizado o no 
edificado, debiendo fijar las condiciones y los plazos para la implementación de dicha obligación. El 
incumplimiento configurará falta a los deberes territoriales. El propietario afectado podrá requerir de la 
Administración la instrumentación de una operación territorial concertada como forma de viabilización 
financiera de su obligación y cancelación del incumplimiento”. 


El Ministerio ha sugerido que se incluya la frase “y cancelación del incumplimiento” al final del 
artículo. 


Nos gustaría escuchar una explicación del sentido de esta disposición por parte de los 
representantes del Ministerio. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Este artículo apunta a que se efectivicen los planes, a que no queden 
vacíos, a que no queden sin aplicar sus previsiones en cualquier situación de suelo, que puede ser 
urbano, suburbano o rural. Pongamos por caso que en un plan, un Gobierno Departamental plantea 
que haya un parque de actividades, un polígono industrial, pero hay un propietario, que está dentro de 
esa zona y que mantiene su predio con otro uso o sin utilizar. Esto afecta las previsiones del plan, y lo 
que aquí se plantea es que se pueda hacer jugar la obligatoriedad de que ese propietario lo aplique en 
el sentido que prevé el plan. Si el propietario aduce, por ejemplo, que no tiene recursos -esta podría ser 
una razón- o que no le interesa el negocio que eso implica porque la rentabilidad no es la que él 
considera adecuada, para quedar eximido del cumplimiento de la obligación resultante del instrumento, 
puede presentarse ante la Administración para solicitar que se instrumente una operación territorial 
pública o privada para que sea la propia Administración la que implemente lo que él no está dispuesto 
a hacer. Entonces, él pone su suelo y la Administración buscará recursos, etcétera. 


De esta manera -este es el motivo del agregado que sugerimos- se cancela el 
incumplimiento. O sea que con presentarse a la Administración y mostrar disposición de incluirse en un 
programa público o privado, queda libre del cumplimiento. Después la Administración verá si logra 
canalizar recursos para hacerlo; en general, eso va a ser posible porque el suelo tiene valor. Entonces, 
al propietario se le remunerará como parte de ese proceso, es decir, por su participación en el 
procedimiento de concertación territorial, en la operación territorial concertada. 


SEÑOR BRECCIA.- Quiero hacer una pregunta al arquitecto Villarmarzo. 


Cuando se habla de “la instrumentación de una operación territorial concertada”, entiendo 
que se refiere a una concertación con la Administración. ¿Es así? 


SEÑOR VILLARMARZO..- Efectivamente, señor Senador. 


SEÑOR BRECCIA.- De esa manera, el obligado, es decir, el propietario afectado, viabilizaría 
financieramente el cumplimiento de su obligación y se vería relevado de su incumplimiento porque, en 
definitiva, todavía no hay un incumplimiento configurado. Lo que hay es una obligación que no se 
podría cumplir y, entonces, se concertaría una operación territorial con la Administración para relevar 
su incumplimiento. 


Por lo tanto, sugiero que se establezca claramente la instrumentación de una operación 
territorial concertada con ésta -es decir, con la Administración- como forma de viabilización financiera 
de su obligación y de relevar su incumplimiento. En realidad, no hay un incumplimiento configurado ni 
una obligación financiera que se tenga que cancelar. 


De modo que estaría proponiendo esas dos modificaciones, o sea, donde dice “podrá 
requerir de la Administración la instrumentación de una operación territorial concertada”, agregar “con 
ésta”, luego seguiría, “como forma de viabilización financiera de su obligación”, a lo que se agregaría * 
y de relevar su incumplimiento”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que en la nueva redacción del artículo que establecía los deberes 
relativos a la propiedad inmueble se habían eliminado dos incisos: uno se refería al deber de edificar y 
el otro estaba vinculado al deber de transferir. En este caso, se establece nuevamente el deber de 
edificar, se alude a la utilización de suelo no utilizado, subutilizado -este es un concepto que tiene que 
categorizar la Administración- y se habla también de la obligación de parcelamiento. En suma, son 
obligaciones que se establecen al derecho de propiedad que, a mi entender, en algunos casos como 
en el de la edificación, son exorbitantes. Se eliminaron porque se pensó que eso era una imposición 
demasiado coercitiva y, sin embargo, ahora retornamos a una situación similar. En realidad, este texto 
viene con la vieja redacción, es decir, cuando todavía estaba el deber de edificar. Entonces, aquí se lo 
está reiterando. 


Por otro lado, cuando se expresa “podrá requerir de la Administración la instrumentación de 
una operación territorial concertada”, considero que es un concepto muy genérico. Está bien lo que 
dice el señor Senador Breccia en cuanto a que lo libera, por lo menos, del incumplimiento de los 
deberes, pero no me gusta el principio de este artículo cuando dispone la obligación de edificar sin 
establecer la contrapartida para el Estado de proporcionar los recursos a quien no los tiene. Eso no 
está muy claro; en todo caso, lo veo demasiado coercitivo. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Justamente, la semana pasada en el artículo 39 se eliminaron los 
numerales y quedó una redacción muy precisa que refiere a los deberes territoriales particulares 
vinculados con la ejecución de los perímetros de actuación, como establece el nuevo texto. Ese 
artículo tiene que ver con esta situación, o sea, permanecen los deberes territoriales específicos 
vinculados con la ejecución territorial. La obligación del propietario es hacerlo por sí o presentarse a la 
Administración para hacerlo en conjunto por cooperación público-privada, y con eso queda resuelto el 
tema. También hay obligaciones establecidas por planes; no es discrecional de la Administración, sino 
que hay un plan con todas las garantías que tiene su elaboración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El inciso final del artículo 39 a que hace alusión el arquitecto Villarmarzo dice 
que serán exigibles algunos deberes territoriales particulares vinculados a la ejecución de unidades de 
actuación, pero en el artículo 63 no se habla de unidades de actuación o perímetros, porque establece: 
“Los instrumentos de ordenamiento territorial podrán establecer, para áreas específicas de los 
territorios comprendidos en éstos”, etcétera. No en todos son perímetros de actuación. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Debería cambiarse “áreas específicas” por “perímetros de actuación”. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- A través de este proyecto de ley -y, por supuesto, también de este artículo- 
que refiere a algo finito como es el suelo, como está manejando una nueva jurisprudencia -no hay 
antecedentes sobre esto- obviamente no se le da el mismo tratamiento que a cualquier otro bien. La 
tierra es un bien particular, muy especial y no como otros que son reproducibles. Reitero, como no 
podemos crear tierra, ésta se convierte en un bien finito y por este motivo tiene particularidades 
conceptuales. Creo que esto lo debemos tener presente a la hora de elaborar cada artículo. Además, 
tal como dijimos en un comienzo, estamos acostumbrados a las ordenanzas urbanas establecidas 
desde hace mucho tiempo, pero no así a nivel de la totalidad del territorio. Por momentos nos 
encontramos -por decirlo de alguna manera- ante un descampado y ahora se comienzan a incorporar 
nuevas situaciones. Sin duda, el uso del suelo tiene que ser óptimo en la medida en que es limitado y 
finito. Este es el concepto de fondo que debe estar detrás de estos artículos. Se podrá o no estar de 
acuerdo, lo que es absolutamente distinto, pero me estoy refiriendo al concepto. 


Quería dejar esta constancia porque me parece que este artículo establece una obligación, 
pero fija a su vez una salida, obviamente, con las garantías de un plan, porque esto no es arbitrario ya 
que está pensado en función de algo que trasciende al propietario y que hace a los intereses 
generales. De esto se desprende la importancia que tienen los planes porque sin ellos nada se podría 
cumplir. Todo debe estar referido a algo que funcione en forma general. 


SEÑOR LIGRONE.- Con respecto a lo que señalaba el señor Villarmarzo en cuanto a sustituir en el 
artículo 63 “áreas específicas” por “los perímetros de actuación”, quería decir que en las prácticas 
españolas y francesas, estos perímetros donde se asocian o no los propietarios de la tierra -según su 
voluntad- permiten, dado el programa de actuación integrada y la aplicación de los diferentes 
instrumentos de gestión y detalle, que con el conjunto de cargas y beneficios -tanto para los públicos 
como para los privados- se satisfagan los derechos de las partes. Obviamente, pienso que antes de 
quedar vinculado a un plan especial, es mucho mejor vincularse a los programas de actuación 
integrada y a los perímetros de actuación. Es allí donde efectivamente se establecen, con los máximos 
detalles, los derechos y deberes de cada parte y las justas compensaciones; no así cuando 
genéricamente nos referimos a un plan o a una zonificación, pues me da la sensación de que allí no se 
pueden ejercer estas obligaciones puesto que no están previstos los repartos de cargos y beneficios y 
las justas compensaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que con esa modificación el artículo resulta mejorado pero, de cualquier 
manera, en la coordinación con el contexto de la ley, en cuanto establece para los fraccionadores a su 


costo una serie de obligaciones, equipamientos y horas de infraestructura, muchas veces nos vamos a 
ver enfrentados a obras de altísimo costo económico. Lo mismo sucede con la obligación de edificar. 
Comparto la idea de que puede ser deseable que se lleven adelante y se programen obras, pero el 
tema es saber quién las va a costear porque, en definitiva, aquí se estarían instrumentando 
imposiciones sobre el derecho de propiedad. En ese caso, está en juego la conciliación del interés 
general, definido por el o los administradores de turno, y el del propietario. Se me podrá decir que es 
de carácter facultativo, porque el texto habla de que “podrán establecer”, pero el hecho es que una vez 
establecido pasa a ser obligatorio. 


En definitiva, establecer la obligación de fraccionar o la de edificar me parece demasiado, si 
simultáneamente no se asignan los recursos. Dicho de otra manera, la frase que se incluye al final del 
artículo, que dice “El propietario afectado podrá requerir”, no parece suficiente, pues no se obliga a la 
Administración a actuar en consecuencia. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR VILLARMARZO.- Evidentemente, tanto este como otro de los institutos que se incorporan al 
proyecto de ley, son muy poderosos, pero va a ser responsabilidad de los gobernantes, sobre todo de 
los gobernantes departamentales, aplicarlos con cuidado. De todas formas, existen garantías para los 
propietarios. En los hechos, muchos de estos instrumentos jurídicos ya están vigentes y los Gobiernos 
Departamentales los han aplicado sin que ello hubiera dado lugar a fallos adversos de la Justicia; 
entonces, en este sentido podemos decir que existe jurisprudencia. 


De modo que, en este texto, justamente se incorporan garantías para los propietarios y van a 
ser ineludibles por estar contenidos en la ley; en cambio, hoy en día esto lo puede aprobar una Junta 
Departamental, pero sin garantías para el propietario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No necesariamente sin garantías, porque no se puede llevar adelante una 
expropiación fuera de lo que establece la Constitución de la República. En ese caso, quien se vea 
perjudicado puede solicitar el amparo legal correspondiente y, por lo tanto, no es verdad que se pueda 
hacer cualquier cosa sin cometer una infracción. Existe concertación cuando hay acuerdo de 
voluntades y es común que ello ocurra, pero no se puede imponer como una instancia obligatoria y 
establecer “usted pone esto”. No es así como se procede en la actualidad y tampoco es un mecanismo 
que se ajuste a derecho. 


SEÑOR LIGRONE.- En nuestra opinión, aquí lo fundamental es que, una vez definido por el plan y por 
el perímetro de actuación determinado objetivo para la transformación de parte de una ciudad o de un 
territorio cualquiera, se debería disponer de esos terrenos, ya sea con la voluntad o sin la voluntad del 
propietario, para que el Gobierno pudiera concretar el cambio. En ese caso, los propietarios se pueden 
asociar a la empresa de la transformación o, por el contrario, optar por que se les pague el valor de la 
tierra, en cuyo caso se recurre al circuito de la expropiación. 


En síntesis, se intenta encontrar un camino por el que los propietarios de la tierra se 
involucren en la transformación, tal como ocurre en España y en Francia, y que este mecanismo pase 
a formar parte de una práctica que facilite el procedimiento cuando existe voluntad de las partes. Si el 
propietario no acepta esta posibilidad, habrá que recurrir a la expropiación del terreno. 


El criterio es, entonces, que se pueda disponer de la tierra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 61, cuyo acápite es “Operaciones territoriales concertadas. 
Cooperación público-privada”, hace referencia a lo que mencionaba el arquitecto Ligrone. Allí se 
establece: “Los instrumentos de ordenamiento territorial podrán disponer condiciones y localizaciones 
en que se estimularán operaciones territoriales concertadas conducidas por la administración, con la 
participación de los propietarios inmobiliarios, los vecinos, los usuarios regulares de la zona, 
inversionistas privados o el Estado, con el objeto de alcanzar para un área determinada, 
transformaciones territoriales, mejoras sociales” -aquí hubo una modificación, pero no hace a la cosa- 
“desarrollo productivo o elevación de la calidad ambiental.” Más adelante se señala que se podrán 


constituir sociedades comerciales de economía mixta. Es decir que hasta ahí el artículo mantiene el 
régimen que está vigente. Ahora bien, al establecer la obligación de fraccionar y de edificar, se cambia 
lo que es el régimen actual. La Constitución prevé un acuerdo de voluntades en una sociedad de 
economía mixta y actualmente funcionan varios de estos casos en nuestro país. La concertación entre 
privados y el Estado es perfectamente admisible, y para obligar a alguien a vender su propiedad hay 
dos caminos posibles. El primero es que el Estado quiera comprar y lo puede hacer por la vía del 
TOCAF, a través de una licitación pública, y el segundo es por medio de una expropiación en las 
condiciones que establece el artículo 32 de la Constitución. Personalmente considero que es así como 
funciona el régimen vigente y lo que aquí se establece significa un cambio. 


SEÑORA TOPOLANSK?Y.- En realidad, todo el proyecto de ley es una innovación. 


SEÑOR BRECCIA.- Me parece que el tema es bastante claro. Estamos hablando de suelos con 
determinadas características: no utilizado, subutilizado o no edificado. El artículo 61 prevé las 
operaciones territoriales concertadas sin una especificación de determinada condición del suelo, pero 
luego, en el artículo 63, claramente se establece que para un área específica, el suelo debe ser no 
utilizado, subutilizado o no edificado. Creo que esto sí implica una transformación con respecto a lo que 
sucede actualmente, porque brinda al Estado un instrumento a los efectos del ordenamiento territorial, 
que es de lo que trata este proyecto de ley. Desde mi punto de vista, esto es correcto. 


Por otra parte, no entendí cuál fue el planteo en el sentido de sustituir la expresión “áreas 
específicas”. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Se quiere cambiar por “perímetro de actuación”. 


Para seguir con el ejemplo, puede haber un plan que establezca la creación de un polígono 
industrial y un propietario queda al margen porque no quiere o no puede intervenir, por no tener los 
recursos que se necesitan para las infraestructuras necesarias. Entonces, ahí queda configurado un 
incumplimiento del deber. Y, ¿cuáles son las consecuencias? Una, que sea relevado del incumplimiento 
porque se presenta ante la Administración pidiendo una concertación para un emprendimiento público- 
privado; y la otra, si la Administración tiene voluntad -porque no es obligatorio- y quiere seguir 
adelante, realiza la expropiación, como también ocurre en la actualidad. Entonces, la novedad es que 
el propietario puede requerir un mecanismo de concertación con la Administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente estimo que la novedad es que el propietario está obligado a 
edificar, parcelar o fraccionar, porque actualmente no es así. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Hoy también es así porque se establece una multa por tener un terreno 
baldío, es decir que tiene consecuencias tributarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, eso esta bien y ya fue previsto, pero aquí estamos hablando de otra cosa. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que la filosofía de esta iniciativa es la siguiente. Se puede poner una 
multa al propietario de un terreno baldío, pero éste puede empecinarse en decir: “Tengo un baldío 
porque se me canta y pago la multa que sea”. En ese caso, se está perjudicando al entorno. Entonces 
de lo que se trata aquí es de equilibrar esa situación para que eso no suceda, porque debemos pensar 
en términos de comunidad. Los territorios, las ciudades, los centros urbanizados funcionan en la 
medida en que todos colaboremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La pregunta que me surge es si la sanción, en caso de incumplimiento, sería 
una multa. 


SEÑOR BRECCIA.- La máxima sanción es la expropiación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces ¿cuál es el fin de establecer esta medida? 


SEÑOR PASTORIN.- El fin es que se vea como una posibilidad más, ya que la sanción máxima es la 
expropiación. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Respecto a lo señalado por la señora Senadora Topolansky, en Montevideo 
y en otras ciudades hay innumerables casos. Por ejemplo, en el centro de Paysandú, sobre 18 de julio, 
hay un propietario que tiene un enorme baldío para estacionar su auto -el que no sólo representa una 
discontinuidad del centro comercial, sino que también lo perjudica- y cada cuatro años paga en 
contribución el valor del terreno. Él está feliz porque estaciona su auto y va a su oficina que está al 
lado. Entonces, tal como decía el arquitecto Ligrone, el instrumento de la edificación inapropiada o el 
impuesto a los baldíos no alcanza para poner en circulación ese suelo. 


El objetivo de esta medida es que haya voluntad de que ese suelo se ponga en el mercado y 
no otra cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el departamento de Colonia también hay casos similares. 


Siempre queda la posibilidad de la expropiación, que es el instrumento que establece la 
Constitución de la República, y la aplicación de tributación sobre la edificación inapropiada y los 
terrenos baldíos. Si es necesario gravemos más; cada Gobierno Departamental es autónomo y puede 
hacerlo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pienso que no perdemos nada si introducimos la opción de que dentro del 
plan se pueda hacer una intervención pública, privada o mixta. 


SEÑOR PASTORIN.- Cuando discutimos artículos aislados, no debemos perder de vista que cada 
instrumento de ordenamiento territorial a que se refiere tiene un proceso que promueve la participación 
ciudadana, tratando de que sea pública y que otorgue derechos. La concepción básica que cae sobre 
la ley es que cada instrumento de ordenamiento territorial tenga el mayor consenso posible en cada 
Gobierno Departamental, tanto en la Junta Departamental como a nivel de los distintos actores 
sociales. Por lo tanto, el instrumento de ordenamiento territorial del que estamos hablando va a surgir 
de ese proceso y, a nuestro juicio, tendrá una legitimación mucho mayor que si se hace en forma 
aislada, por un decreto departamental en un caso concreto. Es decir que cuando hablamos de 
instrumento, siempre nos estamos refiriendo a un proceso que tuvo buena participación, un plazo, y 
cuenta con la intervención de diferentes actores, tanto a nivel de la Junta Departamental como de la 
sociedad civil. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entonces, respecto al artículo 63, se ha propuesto sustituir “áreas 
específicas” por “perímetros de actuación”, y el señor Senador Breccia ha realizado dos 
observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 63 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 63.- Fraccionamiento, edificación o utilización obligatorias. Los instrumentos de 
ordenamiento territorial podrán establecer, para perímetros de actuación de los territorios 
comprendidos en éstos, la obligación de parcelamiento, edificación o utilización de suelo no utilizado, 
subutilizado o no edificado, debiendo fijar las condiciones y los plazos para la implementación de dicha 
obligación. El incumplimiento configurará falta a los deberes territoriales. El propietario afectado podrá 
requerir de la Administración la instrumentación de una operación territorial concertada con esta, como 
forma de viabilización financiera de su obligación y de relevar su incumplimiento”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 63. 


(Se vota:) 


3 en 4. Afirmativa. 
Léase el artículo 64 sustitutivo, que fue presentado en el día de hoy. 
(Se lee:) 


“Artículo 64.- Declárase de utilidad pública la expropiación por parte del Poder Ejecutivo o de 
los Gobiernos Departamentales los bienes inmuebles necesarios para el cumplimiento de los 
instrumentos de ordenamiento territorial previstos en la presente Ley, cuando prevean: 


A) La ejecución de las redes territoriales de saneamiento, drenaje pluvial, abastecimiento, vialidad, 
espacios libres y equipamientos públicos previstas en los instrumentos. 


B) La ejecución de unidades de actuación dirigida a la construcción de viviendas de interés social. 


C) La ejecución de programas de protección o fomento productivo rural; renovación, rehabilitación, 
revitalización, consolidación, mejoramiento o expansión urbana; conservación ambiental y de los 
recursos naturales o el paisaje y otras similares. 


En las áreas del territorio en que la existencia de fraccionamientos sin urbanización consolidada 
dificulte la recaudación departamental o constituya un freno significativo al desarrollo o conservación, 
las entidades responsables del ordenamiento territorial podrán iniciar acciones específicas para el 
acondicionamiento jurídico de la propiedad y la reparcelación de dichos fraccionamientos para el 
cumplimiento de los objetivos que establezcan los correspondientes instrumentos de ordenamiento 
territorial. Se podrá proceder, en estos casos, mediante el procedimiento de gestión y tasación 
conjunta.” 


En consideración. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Quiero subrayar dos aspectos que se quieren cambiar respecto a la 
redacción original. Uno de ellos es la eliminación del segundo inciso, el cual, desde el año 1993 - 
cuando se presentaron los primeros borradores- ha sido una constante de todos los proyectos de ley, 
inclusive de aquellos que en la anterior Legislatura estuvieron en la consideración de esta Comisión. 
Asimismo, se lo menciona en el artículo 40 del proyecto elaborado por la Facultad de Arquitectura. Sin 
embargo, dadas las objeciones que hemos recogido de la lectura de la versión taquigráfica, 
proponemos la eliminación del segundo inciso, referente al artículo 231. 


También sugerimos eliminar la referencia al artículo 232 -planteada meramente a efectos 
declarativos- pues en cada caso se requerirá un proyecto de ley específico. Se trata, simplemente, de 
dejar la puerta abierta. Una posible redacción sería que esta ley indicara a los Gobiernos 
Departamentales que existe esto. 


El segundo aspecto que quería mencionar refiere a lo acotado respecto a la expropiación que 
estamos proponiendo con esta redacción. La utilidad pública es para expropiar con determinados fines 
y no en forma genérica como lo establece la redacción original. Esos son los dos aspectos que 
estamos proponiendo eliminar. Ahora bien, la eliminación de la referencia al artículo 231 la hacemos 
con grandes dudas, pero la Comisión, obviamente, como en todos los aspectos, hará lo que entienda 
necesario. Simplemente menciono que tradicionalmente, para la elaboración de proyectos de ley de 
esta naturaleza se utiliza el artículo 231 y la asimilación a planes de desarrollo. 


Por su parte, el proyecto presentado por la Facultad de Arquitectura dice que serán los que se 
consideran correspondientes a los planes y programas mencionados en el artículo 231 de la 
Constitución de la República. Quiero subrayar que creemos que el hecho de que no esté esa mención, 
no afecta la estructura general del proyecto de ley, sobre todo porque para aplicar el artículo 232 hay 
que hacer un proyecto de ley en cada caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que la propuesta es mucho mejor que la anterior, pero de 
cualquier modo, de acuerdo con el artículo 32 de la Constitución, se requiere de la aprobación 
legislativa para definir la necesidad de utilidad pública, es decir que debe ser la ley la que lo defina. 
Sabemos que en el caso de algunas empresas públicas, como la OSE, eso está amparado por su Ley 
Orgánica para atender el agua potable -quizás en otras empresas públicas también sea así- pero 
ignoro si eso ocurre en el caso del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
para la construcción de viviendas o núcleos habitacionales. Hay opiniones de la doctrina en el sentido 
de que algunas situaciones pueden no contrariar el artículo 32 de la Constitución, que para cada caso 
concreto se reclama la declaración, por ley, de la necesidad y de la utilidad pública. En este caso, se 
podría estar ante una especie de delegación legislativa, por cuanto en los tres numerales se refiere, por 
ejemplo, al saneamiento -lo cual es razonable- al drenaje pluvial, a la vialidad, a los espacios libres y a 
los equipamientos públicos, que pueden ser de diversa naturaleza. Creo que esto es demasiado 
genérico y sería contrario al artículo 32 de la Constitución, que requiere de una ley en cada caso. Por 
ese motivo, en lo personal, creo que no voy a acompañar el artículo. 


Ese artículo es muy genérico. Acá se habla de la ejecución de programas de protección o 
fomento productivo rural, renovación, rehabilitación, revitalización, consolidación, mejoramiento y 
expansión urbana. En definitiva, abarca todo; es de una generalidad que no se compatibiliza con el 
artículo 32 de la Constitución. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Esto está cubierto por la Ley de Creación del Ministerio, de 1990, porque 
dentro de los fines del Ministerio están los ambientales y los territoriales. Entonces, en aplicación de 
cualquiera de los fines adjudicados al Ministerio, se establece la formulación de ejecución, supervisión 
y evaluación de los planes nacionales de desarrollo urbano y territorial y la instrumentación de la 
política. O sea que la formulación, ejecución y supervisión están incluidas en las capacidades de la 
declaración de utilidad pública. Hoy ya el Ministerio lo puede hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin embargo, aquí dice: “Declárase de utilidad pública la expropiación por 
parte del Poder Ejecutivo o de los Gobiernos Departamentales”; no se alude al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sino a los Gobiernos Departamentales y al Poder Ejecutivo, 
que no es el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. De modo que hay una 
enorme diferencia. 


SEÑOR BRECCIA.- Simplemente quisiera ratificar lo que ha manifestado el arquitecto Villarmarzo. He 
leído las críticas formuladas a este artículo en cuanto a la generalidad de la declaración de utilidad 
pública y creo que ha quedado suficientemente acotada como para que sea posible eludir -obviamente 
en forma legal- las imputaciones de eventual inconstitucionalidad. Me parece que estamos en 
condiciones de votarlo a los efectos de seguir avanzando, más allá de que después podamos hacerle 
alguna pequeña modificación con respecto a las facultades del Poder Ejecutivo o del Ministerio. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Este artículo me conforma porque me parece que los literales A), B) y C) 
precisan de qué estamos hablando. Además, me parece muy bueno dar potestades a los Gobiernos 
Departamentales porque un Plan Nacional puede no contemplar necesariamente lo local. El Gobierno 
Departamental es el que está mirando focalizadamente lo local y debe tener en su mano un 
instrumento efectivo; de otra manera, lo limitaríamos demasiado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Manteniendo las discrepancias que ya manifesté, quisiera saber a qué se 
refiere la expresión “acciones específicas para el acondicionamiento jurídico de la propiedad” en el 
inciso final. 


SEÑOR PASTORIN.- Nosotros proponemos establecer “regularización jurídica de la propiedad” en 
lugar de “acondicionamiento jurídico de la propiedad”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué se entiende por regularización jurídica? 


SEÑORA TIERNEY.- El ejemplo básico que di sobre este tema fue el de la gente de Rocha, porque 
esto funciona en los fraccionamientos anteriores a la Ley de Centros Poblados. Los compradores son 


sociedades anónimas ya liquidadas y para la Administración es prácticamente imposible ubicar al titular 
actual. Es posible que no se hayan hecho sucesiones o que la titulación haya quedado en una 
situación que no permite la traslación del dominio. Se establece la regularización jurídica o el 
acondicionamiento jurídico a los efectos de que el Gobierno Departamental correspondiente pueda 
disponer acciones específicas. El tema es genérico, pero se trata de que los títulos de propiedad de 
cada uno de los solares en que se fue dividiendo el predio sean jurídicamente correctos para hacer una 
traslación de dominio por expropiación, por compraventa o por el trámite que sea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La referencia a la regularización jurídica no queda nada clara. Las 
Intendencias pueden expropiar o rematar cuando hay deudas tributarias. Por los principios generales 
del Derecho se puede hacer una regularización jurídica. Va de suyo que es así; pienso que no es 
necesario establecerlo por ley. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- A veces hay dificultades con la titulación del bien. Las Intendencias se han 
encontrado con ese problema porque se trata de sociedades extinguidas, como señalaba la doctora, o 
porque son sucesiones en las que no es posible ubicar a los sucesores. Acabo de enterarme de un 
bien en la Ciudad Vieja que pertenece a más de 120 descendientes, de los cuales más de la mitad 
están en el exterior, por lo que a la Administración se le dificulta operar sobre este bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nuestro ordenamiento jurídico hay formas de emplazamiento para los 
casos en que se desconocen o no están presentes los titulares. Aquí hace la referencia, pero no aclara 
a qué alude. 


SEÑOR BRECCIA.- He sido testigo directo de situaciones en las cuales, por ejemplo, los Gobiernos 
Departamentales carecen de legitimación activa en determinados expedientes, más allá de lo que 
signifique un emplazamiento por edictos donde ese Gobierno, al tener una sanción impuesta, puede 
iniciar todo un procedimiento ejecutivo y emplazar a los eventuales titulares. No obstante, puede haber 
una sucesión trancada o una gestión equis sobre determinado segmento del territorio, y nadie puede 
instar la continuación de esos procedimientos, así como tampoco lo pueden hacer los Gobiernos 
Departamentales, que no tienen legitimación activa en el expediente. En cambio, de esta manera se va 
a poder presentar la Intendencia Municipal de Colonia, la de Paysandú o la de Montevideo y decir, por 
ejemplo, “en este expediente tengo legitimación activa; me la da tal artículo”. Entonces, se puede 
actuar para destrabar la situación jurídica en cuestión y ningún Juez podrá decir que no se puede 
intervenir porque no hay legitimación activa. La idea es prever situaciones de esta naturaleza pues, 
como ocurre en todas las situaciones jurídicas, la casuística puede ser inagotable. Se trata de dar un 
instrumento genérico a las Intendencias a los efectos de que puedan atender esa casuística. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Hay dos situaciones en las cuales este artículo puede incidir 
favorablemente. Una es el caso de Villa Serrana en Lavalleja. Precisamente, el Intendente Vergara - 
que además es escribano- en sus dos períodos de Gobierno ha tenido la voluntad de ocuparse de esto 
y ha puesto a trabajar a un equipo de escribanos para tratar de desentrañar ese problema y localizar 
situaciones como las que mencionaba la señora Senadora Topolansky. Cualquier acción judicial que 
se quiera iniciar, tiene que hacerse padrón por padrón. 


Otra situación para mencionar es la que tiene lugar en Rocha. Allí, en los papeles -no 
físicamente- figuran decenas de miles de padrones. Por ejemplo, en los fraccionamientos no 
consolidados -es decir, los que solamente están registrados en la Dirección Nacional de Catastro y 
que no aparecen en ninguna realidad física- comprendidos entre La Pedrera y Cabo Polonio, se logró 
un acuerdo provisorio con el Juzgado -el acuerdo es provisorio porque, a menos que se apruebe esta 
ley, el Juzgado va a tener que abrir un expediente por cada padrón- sobre el inicio de un expediente 
conjunto de expropiación para la totalidad de los padrones. En principio, el Juzgado aceptó la tasación 
inicial conjunta, es decir, el establecimiento de valores para la tierra en forma conjunta. Ellos saben que 
va a llegar un momento en la tramitación de esos casos en el que se van a tener que abrir alrededor de 
doce mil expedientes. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Una de las sorpresas más interesantes que tuve en Nueva Zelanda es que 
allí no existen los escribanos, y justamente las transacciones se han simplificado en función de los 
valores de la tierra. 


He recibido el planteo de muchas Intendencias sobre todas estas dificultades de 
procedimiento que deben enfrentar, que realmente interrumpen planes reguladores. Estamos en el 
siglo XXI y tenemos que ir hacia la construcción de un Estado más moderno; para ello, debemos 
viabilizar los procedimientos. Teniendo en cuenta el ejemplo que ponía el arquitecto Villarmarzo, hay 
una diferencia muy grande entre estudiar doce mil expedientes y estudiar uno conjunto, y en eso 
tenemos que ser realistas. 


Entonces, creo que este artículo tiene un fundamento muy claro, sobre todo para el 
cumplimiento de los planes municipales. En realidad, los planes generales de ordenamiento son para 
áreas más grandes, pero para los planes municipales, que miran los problemas más de cerca, es 
crucial tener una herramienta de este tipo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, creo que corresponde votar el artículo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- ¿Incluimos la modificación de “regularización jurídica”, en lugar de 
“acondicionamiento jurídico”, como había sugerido el señor Pastorin? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 64 sustitutivo, con la modificación 
propuesta. 


(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar que tengo que retirarme a la hora 13; de todas maneras, la 
Comisión cuenta con el quórum necesario. 


SEÑOR BRECCIA.- Podríamos nombrar un Presidente ad hoc a los efectos de continuar trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.-Con respecto al artículo 66, tenemos un sustitutivo y una modificación que 
presenta en el día de hoy el Ministerio. 


Léase en primer lugar el sustitutivo. 
(Se lee:) 
“Artículo 66. Valoración. 


A los efectos de establecer el monto de la indemnización para las expropiaciones, se tomará en cuenta 
el promedio del valor venal del bien en los últimos diez años antes del inicio de cualquiera de los 
procesos para la elaboración de los instrumentos de ordenamiento territorial, actualizado por el índice 
de precios al consumo. A estos efectos, la administración competente dará fecha cierta al inicio de los 
procedimientos de elaboración. 


Corresponderá aplicar similar criterio en los casos de inmuebles ocupados irregularmente por familias 
de escasos recursos, para los cuales el período de diez años se computará antes de la ocupación por 
la primer familia”. 


Léase el texto presentado por el Ministerio en el día de hoy. 


(Se lee:) 


“Artículo 66. Valoración. A los efectos de establecer el monto de la indemnización, no se 
incorporará a la misma los beneficios que se deriven de la ejecución del instrumento respectivo”. 


En consideración. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Para la redacción de este artículo nos basamos en el artículo 40 del 
proyecto del ITU y de la Cátedra de Arquitectura Legal de la Facultad de Arquitectura de la Universidad 
de la República, que dice: “El monto de la compensación se determinará tomando en cuenta el 
promedio del valor venal del bien en los últimos diez años, actualizado por el índice de precios al 
consumo”. En la fundamentación que acompaña al proyecto se explica que el criterio de justicia no está 
establecido por la Constitución de la República sino por las leyes; que la ley de expropiaciones no 
menciona nada al respecto, y que es perfecto legislar en este sentido. 


Nosotros reconocemos las dificultades prácticas instrumentales que tiene este tema y que se 
puede generar alguna situación de no demasiada justicia. Entonces, ¿hacia dónde apunta la 
propuesta? A que cualquier proceso de planificación en el territorio, de transformación territorial o de 
ejecución de planes, y modifica los valores de suelo. Entonces, esto apunta en el mismo sentido que la 
ley de expropiación, que para el caso de expropiaciones para obras plantea que no se puede tener en 
cuenta en la tasación o en el valor del bien el efecto de las obras que se van a realizar. Por tanto, en la 
valorización de las expropiaciones para ejecución de instrumentos de ordenamiento territorial se busca 
que no se tenga en cuenta el efecto que tiene la aplicación del plan sobre el valor del bien. Ese es el 
objetivo planteado, y en lugar del recurso del promedio que propuso la Facultad de Arquitectura, 
planteamos que simplemente se establezca cuál es el principio o el fundamento de la medida. Reitero 
que lo que se pretende es que en el momento de establecer el monto de la indemnización por las 
expropiaciones, no se incorporen los beneficios que deriven de la ejecución. Téngase en cuenta que se 
habla de los beneficios, es decir, de los aumentos de valor y no de las disminuciones, que no se tienen 
en cuenta. Quiere decir que la intención es que si se produce una disminución del valor del bien por el 
plan, que eso no afecte la indemnización y no se perjudique al propietario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se elimina todo lo relativo al valor promedial. 


Por otro lado, a nuestro juicio, lo referente a los diez años era inconstitucional y aunque se ha 
mejorado la redacción, aclaro que no vamos a acompañar esta disposición porque estamos en 
desacuerdo con todo el capítulo relativo a las expropiaciones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 66. 

(Se vota:) 
3 en 4. Afirmativa. 
Solicito que se designe un Presidente ad hoc, dado que debo retirarme de Sala. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Propongo que el Presidente ad hoc sea el señor Senador Breccia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta de la señora Senadora Topolansky. 

(Se vota:) 
3 en 4. Afirmativa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Breccia) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el día de hoy, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente ha presentado una redacción alternativa al artículo 70. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 70.- Policía territorial. Facultades disciplinarias. Los Gobiernos 
Departamentales ejercerán la policía territorial mediante los instrumentos necesarios, a los efectos de 
identificar todas aquellas acciones, obras, fraccionamientos, loteos u operaciones de todo tipo 
realizadas en contravención de las normas aplicables y sancionar a los infractores. 


El Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, están facultados a prohibir, impedir la prosecución y demoler a costa del propietario, 
toda obra efectuada en violación de los instrumentos de ordenamiento territorial. Asimismo, podrán 
disponer las inspecciones, pericias, pedidos de datos, intimaciones y demás, que sean necesarias para 
hacer cumplir los instrumentos de ordenamiento territorial.” 


En consideración. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera que los representantes del Ministerio me dijeran por qué cierto 
punto al que me voy a referir no está incluido en este artículo. 


Hay algunos países que, como el nuestro, tienen la mala suerte de tener escribanos que no 
incluyen en la escritura toda la información específica sobre las limitaciones que tiene un comprador en 
cuanto a lo que puede hacer con el predio o el inmueble que compra. Esto es para que el promitente 
comprador no se excuse diciendo que no sabía que existía esa prohibición y que decidió la compra 
pensando que podía hacer tal o cual cosa. Ese argumento se ha utilizado reiteradamente, por lo 
menos para violar el Plan de Ordenamiento Territorial del departamento de Montevideo. Si bien es un 
argumento bastante falaz, se ha usado; además, hay que tener en cuenta que este artículo agrega una 
sanción que hasta ahora no existía. 


Me parece que transparentaría la situación y la comprensión de estos deberes, si se pudiera 
poner alguna frase en el artículo que dijera que las escrituras debieran especificar estas limitaciones o 
algo por el estilo, como sucede en otras leyes. Creo que se podría hacer ese agregado para que la 
policía territorial pueda alegar ante el propietario que cuando firmó la escritura, allí quedó explícito lo 
que podía hacer o no. 


En definitiva, la pregunta es si un agregado como el que mencioné sobreabundaría en el 
texto o si se piensa que podría ser necesario. 


SEÑORA TIERNEY- Sería prácticamente imposible que eso se estableciera en la escritura pública en 
estos momentos, porque no solamente habría que transcribir las prohibiciones que plantea esta ley, 
sino muchas otras. 


Quiere decir que respecto a si convendría dejar constancia en las escrituras públicas de las 
afectaciones, el tema es que no solamente existen las creadas por esta ley en cuanto a los Gobiernos 
Departamentales, sino que también hay afectaciones por la Ley de Áreas Naturales Protegidas, por la 
de evaluación de impacto ambiental, etcétera. Sería interminable la lista de las afectaciones que podría 
tener el terreno según el lugar donde esté. 


De todas formas, aunque el escribano no las transcriba en la escritura, si no está establecido 
a texto expreso que está exonerado -si el escribano no lo puso- la ley lo va a obligar de todas maneras, 
esté o no en la escritura. En el Ministerio ya ha habido casos de jurisprudencia relacionados con 
propietarios que compraron un inmueble rural donde no se podía, por ejemplo, plantar arroz, y alegaron 
el desconocimiento de determinada norma, en este caso, medioambiental. Ese propietario inició un 


juicio porque cuando él compró, su espíritu era adquirir algo para plantar arroz. De todas formas, el 
Ministerio ganó ese juicio porque el desconocimiento de la ley no sirve de excusa y, además, porque no 
se planteaba una limitación total sino que, simplemente, allí no se podía plantar arroz por el tema del 
drenaje de agua y demás. Podía utilizar el campo para cualquier otro fin rural que quisiera. 


El tema es bastante conocido y no sería lo mejor introducir esa constancia en las escrituras o 
impartir el mandato a los escribanos para que incluyan todas las afectaciones que existan sobre cada 
inmueble, dado que si eso no está, igualmente el propietario va a tener que sufrir las consecuencias. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Consulto entonces si no podríamos pensar en alguna redacción genérica 
que dijera algo así como que el inmueble en cuestión está sujeto a todas las limitaciones previstas por 
las leyes correspondientes, para advertir, para poner como un luminoso que avise al adquirente que se 
tiene que enterar acerca de lo que puede hacer o no, porque no puede hacer cualquier cosa. ¿Esto no 
ayudaría? Aclaro que lo que planteo son dudas. 


SEÑORA TIERNEY.- Hoy en día los Gobiernos municipales tienen la policía edificatoria. En principio, si 
una Intendencia constata que se está construyendo sin permiso de construcción, ya tiene facultades 
para proceder a la demolición; creo que esa facultad la tienen desde 1985 ó 1986. El Poder Ejecutivo la 
tiene en determinados casos y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente la 
tiene para las obras que están en la zona de defensa costera. No sé qué quiere agregar la señora 
Senadora Topolansky para limitar esto. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No soy abogada y entonces hay temas que no sé expresarlos de otra 
manera; quizás con un ejemplo sea más fácil ilustrar lo que quiero decir. El departamento de 
Montevideo tiene una zona de protección rural. Hace poco tiempo, una persona adquirió un predio en 
un área de suelo rural protegido y empezó a decapitar el suelo para hacer una playa de 
estacionamiento de camiones. Los vecinos advirtieron al Concejo Vecinal, que comunicó el hecho a la 
Unidad de Montevideo Rural y a la Intendencia Municipal. Luego ésta advirtió al propietario que no 
podía hacer eso y él alegó que no estaba enterado, ante lo que la Intendencia manifestó que no tenía 
los instrumentos para sancionar a esa persona; por eso traigo este problema a la Comisión. En 
realidad, el propietario dijo que no conocía esta situación y que hubiera comprado en otro lado, de 
haberlo sabido antes. La Intendencia Municipal, por su lado, agregó que eso estaba mal, pero que no 
tenía los instrumentos para impedirlo. Entonces, quedamos con un vacío jurídico que pretendo sea 
reparado por este proyecto de ley, no sé si en este artículo o en otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comprendo y comparto la inquietud de la señora Senadora Topolansky. El 
hecho de que los escribanos -que son quienes realizan las escrituras públicas de adquisición de 
inmuebles- realicen un control sobre todas las prohibiciones que existen en la legislación vigente, es 
prácticamente imposible. Someter al escribano -que es responsable por las constancias que realiza en 
las escrituras- a la necesidad de cotejar toda la legislación vigente sería una obligación de difícil 
cumplimiento. De todas maneras, lo que plantea la señora Senadora Topolansky forma parte de la 
naturaleza misma del ordenamiento jurídico. Hay situaciones en las que el ordenamiento jurídico puede 
declarar la nulidad de determinados actos. Por ejemplo, el hecho de actuar contra determinada norma 
de orden público, hace que un contrato celebrado por un particular sea nulo. Ahora bien; si el contrato 
celebrado por el particular es válido, después el particular podría, por ejemplo, sobre determinado 
territorio, ejercitar acciones que están prohibidas por el ordenamiento legal. En ese caso, la única 
manera que tiene la Administración de sancionar esa conducta es a través de la imposición de 
sanciones económicas. Obviamente, si puede prevenirlo, eventualmente, la Administración 
departamental -por ejemplo, en el caso que plantea la señora Senadora Topolansky- podría 
presentarse ante un Juzgado para promover una acción de amparo a fin de evitar los daños que serían 
irreversibles. Seguramente conseguiría el amparo, pero una vez realizada la acción por el propietario, 
éste después podría invocar que no estaba en conocimiento de las limitaciones. A pesar de ello, le 
lloverían las sanciones, a tal punto que la operación de adquisición del predio para un estacionamiento 
de camiones le resultaría desastrosa desde el punto de vista económico, porque aunque pueda alquilar 
el predio a 200 camiones, la multa sería mucho más cara que lo que pudiera obtener por el alquiler. 
De modo que es inviable establecer todas las prohibiciones. 


En realidad, se cuenta con la posibilidad de establecer sanciones o con la de fijar un amparo 
para evitar la realización de esas obras. 


SEÑORA TIERNEY.- El inciso segundo, que refiere al Poder Ejecutivo y a los Gobiernos 
Departamentales en el ámbito de sus respectivas competencias, se dice que están facultados a 
prohibir, impedir la prosecución -en caso de que esté “in fraganti”- y demoler a costa del propietario 
toda obra. Por lo tanto, lo que señala la señora Senadora Topolansky está comprendido dentro de esto. 


SEÑORA TOPOLANSKdY.- Está bien; lo que sucede es que se me presenta la dificultad de saber hasta 
dónde tiene potestad el Gobierno Departamental. 


En definitiva, estaría de acuerdo con la redacción dada por el Ministerio al artículo 70. 


SEÑORA TIERNEY.- El artículo 71 es más explícito aún sobre casos específicos. Si bien en él no se 
cita el caso del estacionamiento de camiones refiere, reitero, a otros. 


SEÑOR VILLARMARZO.- En realidad, de mi experiencia en Montevideo, podría citar unos cuantos 
ejemplos similares a los que plantea la señora Senadora Topolansky. En suelo rural se dan múltiples 
casos, sobre todo en lo que tiene que ver con las dificultades existentes para detener y revertir. El 
inciso que ahora se retira fue redactado, tal como está, por el Departamento Jurídico de la Intendencia 
Municipal de Montevideo. Justamente, una de las dificultades más comunes es obtener el auxilio de la 
fuerza pública para impedir esas situaciones. En nuestra experiencia, el único resultado en los estrados 
judiciales fue el de una situación en la cual el Juez decretó no innovar; en los ocho años que estuve en 
la Intendencia, en situaciones de este tipo, jamás tuvimos suerte con un recurso de amparo. Al no 
obtener recursos de amparo, la respuesta de los Jueces ha sido que la Intendencia cuenta con la vía 
administrativa, pero ésta constituye un callejón sin salida porque más que multas, no hay. Entonces, 
impedir la prosecución y demoler da una base jurídica, pero no debemos olvidar la ausencia, en 
nuestro país, de policía municipal. Al ser la policía de orden nacional, es difícil que figure dentro de sus 
prioridades establecer una vigilancia en el medio rural. 


En resumen, aunque falte el tercer inciso, creo que avanzamos en esta redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando el señor Villarmarzo hizo referencia a la acción de amparo, me hizo 
ver que cometí un error al aludir a ella. En oportunidad de responder a lo señalado por la señora 
Senadora Topolansky planteaba, justamente, la medida cautelar de no innovar y creo que ahora, con 
este artículo, tiene una base jurídica fuerte a los efectos de acceder a acciones urgentes para intentar 
evitar ese tipo de situaciones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 70 con la redacción alternativa 
propuesta por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Correspondería ingresar al análisis del artículo 72, que había quedado postergado y para el 
cual el Ministerio ha presentado una redacción sustitutiva. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 72.- Ocupación ilegal de inmuebles con fines de asentamiento humano. Se faculta al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sin perjuicio de las competencias 
departamentales existentes, a aplicar las sanciones que establezca la legislación y la reglamentación a 


quien promueva o incentive la ocupación ilegal de inmuebles a los fines de asentamiento humano, en 
desconocimiento de lo dispuesto en los instrumentos de ordenamiento territorial establecidos por la 
presente Ley. 


Las empresas públicas prestadoras de servicios de agua potable, energía eléctrica, telefonía 
y transmisión de datos, deberán requerir informe previo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente para brindar servicios a viviendas o conjuntos de viviendas que formen 
parte de asentamientos humanos ilegales”. 


En consideración. 


Dejamos en uso de la palabra a las autoridades del Ministerio, a los efectos de que nos 
aclaren las modificaciones introducidas en el artículo 72. 


SEÑOR VILLARMARZO.- De la lectura de la versión taquigráfica surge claro que la consulta con 
relación al texto original refiere a saber si esa facultad que se otorga al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no vulnera las competencias departamentales. La 
modificación que proponemos tiende a contemplar esa duda y, por esa razón, se introdujo la expresión 
“sin perjuicio de las competencias departamentales existentes”. 


Ahora se agrega esa posibilidad subsidiaria al Ministerio, y en ello consiste la modificación que 
proponemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


A continuación, corresponde considerar el inciso segundo del artículo 74, que había quedado 
aplazado y para el cual el Ministerio también ha presentado un texto sustitutivo. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 74.- Promoción de la participación ciudadana. Las instituciones públicas promoverán 
la participación social utilizando como mínimo, los instrumentos específicos que se establecen por la 
presente Ley. 


Toda persona interesada podrá realizar propuestas, con la debida fundamentación, a los 
efectos de su consideración por las instituciones públicas competentes en los instrumentos de 
ordenamiento territorial”. 


En consideración. 


SEÑORA LÓPEZ.- En principio estoy de acuerdo, pero en el título hay un error, seguramente producto 
de un olvido. En mi opinión, el título debería ajustarse al contenido, por lo que propongo que sea el 
siguiente: “Promoción de la participación social”, pues me parece que es una expresión más amplia y 
abarcadora que “participación ciudadana”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consultamos a las autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente si están de acuerdo con esta modificación. 


(Apoyados) 
Debido a que el texto del artículo 74 ya fue aprobado, corresponde votar su reconsideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la reconsideración del artículo 74. 
(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 74 con las modificaciones 
propuestas. 


(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 78, en la redacción sustitutiva presentada por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


(Se lee:) 


“Artículo 78. Cometidos del Comité Nacional de Desarrollo Territorial. Corresponde al 
Comité Nacional de Desarrollo Territorial: 


1. Contribuir a la formulación de las Directrices Nacionales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial 
Sostenible, así como los Programas Nacionales y efectuar sus seguimientos. 


2. Pronunciarse sobre la correspondencia de los demás instrumentos de ordenamiento territorial a las 
Directrices Nacionales y dictaminar sobre la incidencia de ellos en los intereses nacionales. 


3. Efectuar la declaración de interés nacional y urgente ejecución de las obras públicas promovidas por 
los órganos del gobierno nacional que resulten incompatibles con cualquiera de los instrumentos 
de ordenamiento territorial, promoviendo su revisión. 


4. Impulsar la información y la participación ciudadana en todos los procesos de ordenamiento 
territorial, a través de las formas que establece la presente Ley y las que surjan de la 
reglamentación. 


5. Pronunciarse sobre la adecuación de los grandes proyectos de infraestructura u otros a las 
Directrices y Programas Nacionales. 


6. Guiar los estudios e intercambios para la complementación e integración física de las infraestructuras 
a nivel territorial con los países limítrofes y a nivel sudamericano. 


7. Entender en todo otro tema con incidencia relevante en el ordenamiento del territorio que le 
encomiende el Poder Ejecutivo”. 


En consideración. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Los artículos 78 y 79 fueron postergados en la sesión del 31 de octubre, 
pero no hay constancia en la versión taquigráfica del diálogo ni de las razones que se esgrimieron para 


ello. Por lo tanto, la redacción que fue leída por Secretaría es la original porque no teníamos forma de 
saber por qué razón se postergaron estos dos artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al artículo 78, la Mesa quiere hacer algunas consultas. En el 
comparativo, el título del artículo sustitutivo era “Cometidos del Comité Nacional de Ordenamiento 
Territorial”, y en el original el título era “Cometidos del Comité Nacional de Desarrollo Territorial”. 
Entonces, pregunto si se mantiene el título original. 


SEÑOR VILLAMARZO.- En la sesión que mencioné del mes de octubre y en otras anteriores se 
había decidido modificar el nombre, por lo que supongo que debería decir “Cometidos del Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial”. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero señalar que para los artículos 78 y 79 nuestra Bancada había 
propuesto una redacción alternativa. En lugar de “participación ciudadana” se sugería que se dijera 
“participación social”, pero hay que tener en cuenta que en la transcripción se había omitido la palabra 
“social” luego de “participación”. Asimismo, esta propuesta realiza algunos ajustes a la redacción 
original de ambos artículos del Ministerio. 


No conozco con exactitud la discusión que se dio sobre este artículo porque no concurrí a 
esa sesión, pero comparto la redacción alternativa presentada por la Bancada del Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta a la señora Senadora Topolansky acerca de cuál es 
exactamente esa redacción alternativa que menciona. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Es la que figura en el comparativo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, es la que recoge el Ministerio. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay dos aspectos a considerar: en primer lugar, el nombre es Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial; y en segundo término, debemos tener presente que usualmente 
se ha utilizado el criterio de establecer las distintas competencias en forma de literales, tal como está 
en la redacción alternativa. Veo que se volvió a la redacción por numerales; sin embargo, me parece 
que lo mejor sería sustituir los números por letras. 


Por otro lado, quisiera hacer una consulta a la delegación porque me parece que en el literal 
Cc) hay un error. Dice así: “c) Efectuar la declaración de interés nacional y urgente ejecución de las 
obras públicas promovidas por los órganos del gobierno nacional que resulten incompatibles”, etcétera. 
Me da la impresión de que debería ser “que resulten compatibles”. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Esta función del Comité Nacional de Ordenamiento Territorial refiere al 
hecho de que puede haber obras que sean incompatibles con el instrumento vigente y que el Poder 
Ejecutivo las declare de interés nacional y urgente ejecución. Entonces, esa declaración es 
competencia de este Comité que integran Ministros y el Congreso Nacional de Intendentes. Por 
ejemplo, puede suceder que una carretera resulte incompatible con el plan departamental y el Poder 
Ejecutivo la declare, a través del Comité Nacional, de interés nacional y de urgente ejecución. Esa es la 
razón del término “incompatible”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El literal d) de la redacción que figura en el comparativo, dice: “Impulsar la 
información y la participación en todos los procesos de ordenamiento territorial”, mientras que la 
redacción planteada por el Ministerio expresa “Impulsar la información y la participación ciudadana”, 
etcétera. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Debe decir “participación social”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces la redacción del literal d) sería: “Impulsar la información y la 
participación social”, etcétera. 


Si se me permite una pequeña dilación, quiero sugerir que en el literal c), que comienza 
diciendo “Efectuar la declaración de interés nacional”, sería más correcto -no sonaría tan mal- que se 
dijera “promovidas por los órganos del gobierno nacional cuando éstas resulten incompatibles con 
cualquiera de los instrumentos de ordenamiento territorial”. Lo que estamos diciendo es que cuando 
sucede tal cosa, pasamos al Comité, porque de lo contrario parecería que aun cuando resulte 
incompatible, igual se declara de interés nacional. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 78 con las modificaciones que se le 
han realizado. 


(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De acuerdo con lo manifestado por el Ministerio y por la señora Senadora Topolansky, el 
artículo 79 no tendría modificaciones respecto a lo establecido en el comparativo. Por lo tanto, si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Corresponde considerar ahora el inciso segundo del artículo 82. 


SEÑOR VILLARMARZO.- El inciso segundo de este artículo fue tomado textualmente del artículo 10 
del proyecto elaborado conjuntamente por el Instituto de Teoría de la Arquitectura y Urbanismo y la 
Cátedra de Arquitectura Legal. En el caso de divergencias, se plantea recurrir al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Al parecer -según surge de actas que no fueron completas- la duda se 
plantea en relación con la expresión “en instancia única”, pero no en cuanto al resto del texto. 
Personalmente, no me queda claro si vale la pena recurrir al Tribunal de los Contencioso 
Administrativo; sin embargo, como este Tribunal tiene una sola instancia, no habría necesidad de 
establecer eso en el texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar el inciso segundo del artículo 82, que había sido aplazado 
oportunamente. De acuerdo con lo expresado, se sustituye la expresión “serán resueltas en instancia 
única por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo” por “serán resueltas por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera hacer entrega a los delegados del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente del texto de un artículo redactado por mí -y que va ubicado 
a la altura del 67- relativo a los predios rurales improductivos que están en condiciones de abandono. 
Dice así: “El Instituto Nacional de Colonización podrá solicitar se le otorgue el derecho de superficie” - 
mediante una forma de comodato, sin tocar la propiedad- “de aquellos predios rurales que se hayan 
mantenido improductivos por un período de cinco años” -se trata, pues, de una autorización al Instituto, 
no de una obligación- “a los efectos de gestionarlos adecuadamente por un plazo de cinco años”. A 
manera de ejemplo, pensemos en un campo de recría, es decir, algo que no precisa de muchas 


instalaciones. Continúa diciendo: “Al finalizar este plazo el propietario deberá presentar un proyecto de 
explotación productiva adecuado, de lo contrario se repite el procedimiento por cinco años más. Al 
finalizar este nuevo plazo el propietario deberá presentar un proyecto de explotación productiva 
adecuado, de lo contrario pasa por el modo de prescripción al INC.” Si después de diez años el 
propietario no lo quiere usar, prescribe a favor del Instituto que lo viene usando. Nosotros estamos 
planteando al Ministerio la posibilidad de introducir este artículo, porque daría al Instituto Nacional de 
Colonización una herramienta más para los predios rurales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a entregar al Ministerio una copia de ambas sugerencias a los efectos 
de que las evalúen. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Sin duda, esta última sugerencia podría encuadrar perfectamente en el 
artículo 64, relativo a inmuebles necesarios para el cumplimiento de planes. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En realidad, pensamos que debe incluirse donde cuadre mejor. Lo que sí 
nos interesa es la conceptualización. ¿Cuál es el fundamento de esto? Esto se vio con gran agudeza 
en el año 2002, cuando hubo una especulación muy grande sobre la tierra por parte de gente que, sin 
una intención productiva, compró predios rurales sólo como inversión inmobiliaria. No los usó, los dejó 
en situación de baldío, y eso condiciona el desarrollo productivo del país. 


Este artículo tiende a llamarle la atención al propietario. Si éste comienza a explotarlo, no 
pasa nada; de lo contrario, el Instituto Nacional de Colonización lo usará en forma de comodato 
durante cinco años, por ejemplo, como campo de recría que no requiere ninguna instalación -no hay 
problemas de mejoras- o para la siembra de forraje. Esto es más simple de hacer en los predios rurales 
que a nivel urbano. A los cinco años -entendemos que es un tiempo prudencial- le vuelve a preguntar al 
propietario si tiene interés en producir y, si reitera su desinterés en hacerlo porque no presenta ningún 
proyecto, durante otros cinco años lo utiliza el Instituto. Si en esta oportunidad el propietario manifiesta 
su desinterés por segunda vez, en la medida en que lo está usando, se pide la prescripción a favor del 
Instituto Nacional de Colonización. 


Esto nos evitaría que, por ejemplo, si estamos desarrollando una nueva cuenca lechera, 
quede un predio improductivo atravesado en el camino, que generaría dificultades para el desarrollo de 
esta cuenca. El Instituto no está obligado, porque a veces se trata de predios sin valor agropecuario y 
no tiene por qué estar gestionándolo. El propietario debe ocuparse de él. Puede ser un predio arenoso 
sin valor agropecuario definido. 


Queríamos hacer llegar esta sugerencia al Ministerio para que la estudie y analice si es 
posible incorporarla. 


El otro artículo a que refirió el señor Presidente -que también se lo vamos a entregar a 
nuestros invitados- atañe a un pedido de la Intendencia Municipal de Montevideo, porque es en la 
ciudad, por su tamaño, donde se presentan con más frecuencia las situaciones que se relatan en la 
norma. La gente del piso 25 de la Intendencia nos explicaba que tanto en la zona de la Ciudad Vieja 
como en el Barrio Sur diariamente se encuentran inmuebles en esa situación. No se podría seguir el 
mismo camino que con el padrón rural, porque la gestión de este último se puede hacer, diría, casi sin 
infraestructura o con infraestructura móvil, en el caso de que se coloquen bretes o algo por el estilo. En 
el predio urbano la situación es mucho más complicada. Por eso, nos sugerían esa redacción, que nos 
pareció interesante. 


Luego de algunas averiguaciones, pudimos constatar que otras Intendencias también 
comparten esa visión, pero de todas formas queremos consultarlos a ustedes, porque son los 
redactores del proyecto de ley. 


Les entregamos los textos de los artículos y les pedimos que nos acerquen una respuesta lo 
antes posible. Como señalé al señor Senador Moreira antes de iniciar la sesión -quiero que quede 
constancia de ello en la versión taquigráfica- es voluntad del Gobierno que este proyecto de ley sea 
aprobado en el mes de diciembre. Por eso no tenemos todo el tiempo del mundo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que en el artículo que planteaba la señora Senadora 
Topolansky -que yo había leído parcialmente con anterioridad- se establece -creo que esta es una 
facultad importante- que “En caso de que el inmueble registre deudas con el Estado, el respectivo 
monto adeudado” por el propietario “se compensará con el valor de tasación que se efectúe dentro del 
proceso de expropiación y a los efectos de la toma urgente de posesión”. En fin, se trata de un artículo 
tendiente a facilitar el ordenamiento territorial en todos lados, inclusive en la ciudad. 


Antes de finalizar la reunión, hacemos entrega del articulado a los representantes del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para que lo incluyan en el proyecto 
de ley. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 42 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


